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1. 
Norma acusada

LEY 1430 DE 2010

(Diciembre 29)

Por medio de la cual se dictan normas tributarias de control y para la competitividad

ARTÍCULO 52. Adiciónese un parágrafo al artículo 42 de la Ley 14 de 1983, así: 

PARÁGRAFO. Dentro de la base gravable contemplada para el sector financiero, aquí prevista, formarán parte los ingresos varios. Para los comisionistas de bolsa la base impositiva será la establecida para los bancos de este artículo en los rubros pertinentes. 

2.
Decisión

Primero.- Declararse INHIBIDA para emitir un pronunciamiento de fondo respecto del cargo fundado en la violación del principio de legalidad y certeza del tributo, en razón de la ineptitud sustantiva de la demanda. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 52 de la Ley 1430 de 2010, por los cargos analizados. 

3.
Fundamentos de la decisión

Le correspondió a la Corte en esta oportunidad, determinar si en el trámite de discusión y aprobación del artículo 52 de la Ley 1430 de 2010, se desconoció el principio de consecutividad. En cuanto al cargo formulado por vulneración del principio de legalidad y certeza del tributo, la Corte encontró que la argumentación presentada en la demanda es vaga e imprecisa, es decir, las razones expuestas en sustento del cargo no son específicas para propiciar el juicio de inconstitucionalidad propuesto, pues el actor solo plantea que el término “varios” es indeterminable; sin embargo, más adelante, expone que dicha indeterminación podría ser precisada por los Concejos Municipales y con ello, se traslada al plano de los efectos prácticos acerca de cómo la norma podría ser aplicada sin generar ningún traumatismo para la recaudación del impuesto de industria y comercio al sector financiero, específicamente, a los bancos, por la vaguedad del término “ingresos varios”, incumpliendo además, con el requisito de pertinencia referido a la imposibilidad de que a través del ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad pueda formular un juicio de conveniencia. Por tales razones, la Corte se inhibió de proferir una decisión de fondo con respecto a la vulneración de los principios de legalidad y certeza del tributo al no existir un verdadero cargo de inconstitucionalidad que le permita a la Corte pronunciarse frente al mismo. 

Examinado el trámite surtido en el Congreso de la República por el proyecto de ley que culminó en la expedición de la Ley 1430 de 2010, la Corte Constitucional constató que en la discusión y aprobación del artículo 52 se respetó el principio de consecutividad en armonía con el de identidad flexible. Así, pudo establecer que se cumplieron los tres requisitos que la jurisprudencia ha exigido para que el principio de consecutividad se entienda satisfecho, a saber; (i) la obligación de que tanto las comisiones como las plenarias deben estudiar y debatir todos los temas que ante ellas hayan sido propuestos durante el trámite legislativo; (ii)  que no se posponga para una etapa posterior el debate de un determinado asunto planteado en comisión o en plenaria; (iii) 
que la totalidad del articulado propuesto para primer o segundo debate, al igual que las proposiciones que lo modifiquen o adicionen, deben discutirse, debatirse, aprobarse o improbarse en la instancia legislativa en la que son sometidas a consideración. 

La Corte resaltó que, de conformidad con el artículo 160 de la Constitución, las plenarias de las Cámaras están facultadas para introducir las modificaciones, adiciones y supresiones que consideren necesarias. Precisó que el ejercicio de esta facultad, según lo dispuesto en el artículo 178 de la Ley 5ª de 1992 no implica que el proyecto de ley tenga que ser discutido nuevamente en la Comisión Permanente en la cual tuvo su origen. Frente al reproche constitucional que el actor formula en contra del artículo 52 de la Ley 1430 de 2010, circunscrito a que esta norma no figuraba en el texto aprobado por las Comisiones Terceras del Senado y Cámara de Representantes sin que guardara conexidad con el proyecto de ley, esta Sala encuentra infundado su inconformismo por cuanto (a) el proyecto de ley “por medio del cual se dictan normas tributarias de control y para la competividad” surtió el primer debate en sesión conjunta de las Comisiones Terceras del Senado y Cámara. Según consta en el acta correspondiente, uno de los temas que se abordaron fue el del impuesto de industria y comercio, el cual inicialmente se plasmó en uno de los artículos que hoy integran la Ley 1430 de 2010 referido a la base gravable de las empresas de servicios temporales; (b) el hecho de que el artículo no hubiere estado incluido desde el inicio, no obsta para que las Cámaras, en ejercicio de la facultad de adición lo hayan incluido en posteriores debates, pues hace parte de las funciones que les han sido atribuidas constitucionalmente; (c) uno de los objetivos del proyecto de ley era “materializar una serie de herramientas tendientes a mejorar el control y recaudo tributario”, de modo que la modificación de la base gravable del impuesto de industria y comercio al sector financiero incluyendo el rubro de ingresos varios, lo cual se hace extensivo a los comisionistas de bolsa, guarda conexidad con el fin propuesto en el proyecto; (d) una vez aprobado el texto del proyecto de ley con el pliego de modificaciones se surtió el debate del mismo en las respectivas plenarias del Senado y Cámara modificaciones dentro de las cuales se encuentra el artículo 52 de la Ley 1430 de 2010 que adicionó un parágrafo al artículo 42 de la Ley 14 de 1983.

A juicio de la Corte, el artículo 52 guarda relación con lo expresado por las Comisiones Terceras en sesión conjunta, en la cual se abordó el tema del impuesto de industria y comercio, lo cual va ligado a la preocupación que manifestaron la mayoría de los congresistas durante el primer debate del proyecto acerca de la necesidad de buscar estrategias para proteger al usuario financiero y, en particular, con el fin de lograr un fortalecimiento fiscal. A lo anterior se agrega que los principios constitucionales de consecutividad e identidad flexible se realizan en la medida en que se efectúen los debates exigidos en torno a los temas que contiene un determinado proyecto de ley y no sobre cada artículo individualmente considerado. En este caso, el tema fue propuesto en sesiones conjuntas lo cual dio origen a su inclusión como artículo nuevo en la plenaria de la Cámara. Posteriormente, el artículo cuestionado fue incluido en el informe del texto conciliado con plena validez, que se sometió a la decisión de las plenarias de ambas Cámaras, cuyos parlamentarios, con anterioridad, habían conocido el texto aprobado por la Comisión de conciliación.

Por lo expuesto, la Corte concluyó que sí existe identidad entre la norma acusada y la esencia y el objeto de la ley, pues la adición realizada es perfectamente válida dentro del principio democrático y de libertad de configuración normativa del legislador y que no hace del proyecto uno absolutamente distinto al hasta el momento concebido. En consecuencia, señaló que el cargo por violación de los principios de consecutividad e identidad flexible no estaba llamado a prosperar. 

